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Pereira, nueve de junio de dos mil dieciséis 

Acta N° 0           de 9 de junio de 2016

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la Acción de Tutela presentada por la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda contra los Juzgados Promiscuos Municipal y del Circuito de Apia - Risaralda.
ANTECEDENTES

Indica la señora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, que mediante providencia de fecha 15 de junio del año 2015, el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía tuteló los derechos fundamentales del señor Santo Ángel Torres Restrepo y ordenó a Cafesalud EPS, a través de su representante legal, entregar al paciente pañales desechables, pañitos húmedos, cremas humectantes y fórmula polimétrica, los cuales debían ser entregados de manera permanente.

Sostiene que el agente oficioso del señor Torres Restrepo inició incidente de desacato en contra de la entidad accionada, porque no le fueron entregados los pañales ordenados; tramite que fue adelantado por el Juzgado de conocimiento y que terminó con la imposición de la sanción consistente en cinco días de arresto y la multa equivalente a tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, decisión que fue modificada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia, al momento de surtirse el grado jurisdiccional de consulta, disminuyendo a 3 días el arresto ordenado en su contra, en calidad de Representante Legal de la EPS accionada.

Refiere que a pesar de haber acreditado el cumplimiento de la orden, el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía mantiene la orden de arresto y la multa impuesta, situación que configura una vía de hecho, que atenta contra sus derechos constitucionales al debido proceso y libertad, por lo que solicita, como medida provisional la suspensión de la sanción impuesta y como definitiva que se deje sin efecto la misma.

Como medida especial solicita mantener la suspensión de la medida provisional, hasta tanto se resuelva la segunda instancia, en caso de ser impugnada la decisión.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días para vincularse a la litis, los cuales transcurrieron en silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrieron los Juzgados Promiscuos del Circuito y Municipal de Apía en una vía de hecho al no levantar la sanción impuesta a la Representante Legal de la Entidad accionada, pese al haber acreditado ésta el cumplimiento de la acción de tutela?

1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES QUE RESUELVE INCIDENTE DE DESACATO.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

Frente a las providencias por medio de las cuales se resuelven incidentes de desacato, la Corte Constitucional ha sostenido que, de manera excepcional, pueden ser cuestionadas por la vía constitucional, siempre y cuando se generen situaciones que comprometan derechos fundamentales de cualquiera de los sujetos procesales que integraron la litis en la tutela decidida.  Adicionalmente,  también deben ser verificados por parte del juez de tutela los siguientes presupuestos:

“(i) además de estar ejecutoriada la providencia que resuelve el desacato, se (ii) reúnan los requisitos generales y se (iii) configure por lo menos una de las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales”
.
Ahora en sentencia T-054-15 esa Alta Magistratura ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.
                                                       
3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.
2. Del incidente de desacato previsto en el decreto 2591 de 1991

Establecido en el artículo 52  del Decreto 2591, el incidente por desacato a una orden judicial proferida con base en este decreto, trae como consecuencia jurídica y procesal a la persona responsable de su cumplimiento, una sanción  consistente en “arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales”, salvo que se haya establecido una sanción diferente y sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

En relación con lo consagrado en la referida disposición, la Corte Constitucional en la  Sentencia C-367-14
“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela
. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia
”.
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
3. CASO CONCRETO.

Reprocha la parte actora que el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía, se haya negado a levantar la sanción impuesta consistente en tres días de arresto y multa equivalente a tres salarios mínimos mensuales legales vigentes, por el incumplimiento a una orden constitucional, cuando fue acreditado en el plenario el acatamiento del fallo de tutela, con la entrega de los insumos requeridos por el paciente.

En presente asunto, se tiene que i) la parte actora hace una estimación de los derechos fundamentales que considera vulnerados y los supuestos fácticos que soportan su afectación, ii) contra la decisión que negó la solicitud de inaplicación de la sanción impuesta no procede recurso alguno, pues el Decreto 2591 de 1991, sólo consagró la impugnación del fallo de tutela y la consulta en los casos en que se impone la sanción prevista en el artículo 52 del mismo compendio normativo, iii) se encuentra configurada la inmediatez en la medida en que la decisión reprochada fue proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apia el día el 28 de abril del año que avanza y, finalmente iv) no es una sentencia de tutela la providencia cuestionada.

No obstante lo expuesto, se tiene que la Corte Constitucional ha considerado viable la acción de tutela contra las providencias judiciales que deciden un incidente de desacato, en el presente asunto no es esa la decisión reprochada, pues la accionante informa en su escrito de tutela que su inconformidad radica en la negativa del Despacho accionado de inaplicar la sanción impuesta, la cual ya había sido confirmada por su superior jerárquico y frente a la que no había formulado objeción alguna. 

Pero aun cuando se omitiese lo anterior, no se advierte irregularidad en el proceder del juzgador de primer grado, pues con la negativa de no dar aplicación a la sanción consistente en tres (3) días de arresto y el pago de tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, ni se percibe su incursión en actuación arbitraria o en proceder que constituya vía de hecho, pues únicamente se limitó a dar cumplimiento a una orden judicial, legalmente ejecutoriada, que fue confirmada por su superior jerárquico.

Y es que en este punto es necesario aclarar a la peticionaria que el acatamiento de la orden del juez constitucional resulta ser una obligación del llamado a restablecer el derecho constitucional protegido
, al paso que el lograr ese cumplimiento es un deber del funcionario judicial, so pena de incurrir en el delito de prevaricato por omisión, tal y como se precisó en la C-367-14; lo que quiere decir, que con independencia de haber sido sancionada por cuenta de su conducta omisiva, la actora continúa con la carga de atender sin más dilaciones el fallo de tutela desatendido y el funcionario con la obligación de lograr su acatamiento.
También es del caso precisar que la sanción consistente en tres (3) días de arresto y el pago de tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, fue dispuesta ante el desacato de una orden judicial, la cual se torna evidente en la medida en que desde que el agente oficioso del señor Santo Ángel Torres Ortíz, informó de la desatención del fallo de tutela por parte de Cafesalud EPS-S, el día 16 de octubre de 2015, el Juzgado de conocimiento requirió a la accionante el 20 de octubre de 2015 para que acreditara el cumplimiento del fallo, sin obtener respuesta de su parte.

Ahora, no puede pretender la accionante exonerarse de cumplir la sanción impuesta por el hecho de haber suministrado los insumos requeridos por el actor, entrega que resultó tardía, si se tiene en cuenta la fecha en que fue informado el Juzgado del incumplimiento de la orden constitucional -15 de octubre de 2015-  y la entrega de los pañales, pañitos húmedos, cremas humectante y la fórmula polimérica Ensure, se produjo los días 11 de marzo y 6 de abril de 2016, es decir, casi cinco (5) meses después de que fuera reportada la omisión de la EPS accionante.

Si además de lo expuesto, se tuviera en cuenta que el cumplimiento del fallo se acreditó un mes y medio después de haber sido confirmada la sanción por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, mediante providencia de fecha 21 de enero de 2016, ningún reproche merece la actuación del Juzgado de primer grado, máxime cuando la Corte Constitucional ha considerado que el acatamiento del fallo de tutela sirve para evitar la sanción, pero después de impuesta por el Juez y confirmada por el superior, no existe disposición alguna que indique de deba ser inaplicada, ni la jurisprudencia constitucional así lo ha estimado.

Y es que dejaría de tener sentido y se desnaturalizaría el fin de la acción de tutela si el juzgador permite que las entidades accionadas y los funcionarios o particulares encargados de restablecer los derechos fundamentales protegidos a través de este mecanismo de especial protección constitucional, evadan sus responsabilidades, burlen las órdenes judiciales y dilaten sin justificación alguna los términos establecidos en la C-367-14, en detrimento de garantías mayores, como en este caso lo son la salud y la vida digna de un sujeto de especial protección como el señor Santo Ángel Torres Restrepo, debido a su avanzada edad -65- años y el estado de postración al que lo ha reducido la patología que lo aqueja –Parkinson-.

Es por todo lo anterior que no se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso ni a la libertad de la accionante y por tal razón se negará la protección pretendida y se ordenará levantar la medida provisional decretada en auto de fecha 25 de mayo de 2016.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA.
SEGUNDO: LEVANTAR  la medida de protección especial decretada en auto de fecha veinticinco (25) de mayo del año 2016.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-271-15





� Cfr. Sentencias T-421 de 2003 y C-092 de 1997. 





� Cfr. Sentencia T-171 de 2009.


� “4.3.2. Ante la orden impartida en un fallo de tutela su destinatario tiene dos opciones: una, que es la regla, cumplirla de manera inmediata y adecuada (art. 86 CP) y, dos, que es la excepción, probar de manera inmediata, eficiente, clara y definitiva la imposibilidad de cumplirla. La impugnación del fallo o la selección para su eventual revisión por este tribunal no suspende el cumplimiento del fallo de tutela (art. 86, inc. 2). Por lo tanto, en ningún evento el destinatario de la orden puede prolongar en el tiempo la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, simplemente porque así lo tiene a bien, o por que esa es su voluntad, o por haber impugnado la decisión del juez de primera instancia, o por estar pendiente la posible selección de las decisiones judiciales para su eventual revisión por la Corte Constitucional.” C-367-14.  
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